
 
Libertad inmediata y sin cargos de las 8 personas vinculadas a proceso, y alto a la 

criminalización de las juventudes y de la protesta social 
 
 

Guadalajara, Jalisco, a 25 de noviembre de 2025. 
 
Desde el Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo (CEPAD) reiteramos nuestra 
profunda preocupación ante las graves arbitrariedades cometidas contra las personas 
detenidas en el contexto de la manifestación del 15 de noviembre. A continuación, 
puntualizamos los hechos documentados y las irregularidades identificadas. 
 
Como resultado de la audiencia de vinculación a proceso realizada el jueves 20 de 
noviembre del año en curso, sólo se le dictó auto de vinculación a 8 de las 40 personas 
detenidas el 15N, y únicamente por el delito de daño a los monumentos arqueológicos, 
artísticos e históricos, establecido en la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas 
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, así como prisión preventiva justificada en contra de 7 
de ellas.  
 
Las 32 personas restantes no fueron vinculadas a proceso y fueron liberadas bajo reserva 
de Ley, entre ellas, las 4 a las que los agentes del Ministerio Público de la Fiscalía Estatal 
les imputaron también el delito de daño en las cosas, y las 3 a las que también les 
imputaron el delito de lesiones y delitos cometidos contra representantes de la autoridad.  
Lo anterior contradice las declaraciones estigmatizantes del Gobernador de Jalisco, quien 
afirmó que las 8 personas vinculadas “golpearon a mujeres policías”, afirmación que no se 
sostiene con los datos presentados ante el Juez. 
 
Al respecto, es importante subrayar la actuación indebida del juez Francisco Javier 
Castellanos de la Cruz, quien no debió imponer prisión justificada ni vincular a proceso a 
persona alguna, ni ratificar la legalidad de la detención de ninguna de las 40 personas 
detenidas. Incluso, María Fernanda García García y Gilberto Javier Guillén Arellano, 
agentes del Ministerio Público de la Vicefiscalía Especializada en Concertación Social de la 
Fiscalía Estatal, tampoco debieron avalar las detenciones realizadas sin fundamentos por 
policías de la Secretaría de Seguridad Pública. 
 
Entre las irregularidades documentadas desde el CEPAD, se destaca en primer lugar que 
las detenciones no ocurrieron tal como lo trataron de establecer desde la Secretaría de 
Seguridad Pública. En este sentido, se resalta que en su Informe Policial Homologado 
(IPH), los 17 policías aprehensores reportaron haber detenido a las 40 personas, 
simultáneamente, a las 17:40 horas, y en 3 lugares diferentes: afuera del Palacio de 
Gobierno y del Congreso del Estado, y en Plaza de Armas. Esto, además de ser inverosímil, 
se contrapone a lo observado en múltiples videos de medios de comunicación y de cuentas 
particulares de redes sociales, en los que se registra que los antimotines salen del Palacio 
de Gobierno pasadas las 18:15 horas, así como de acuerdo con testimonios de personas 
detenidas, que refieren que fueron aprehendidas en lugares y momentos distintos, como el 
interior de las instalaciones del Tren Ligero. 
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https://www.facebook.com/periodico.eloccidental/videos/814100214585532


 
 
En este sentido, los únicos medios de prueba de la supuesta posible responsabilidad de las 
40 personas detenidas que los agentes del Ministerio Público presentaron ante el Juez en la 
audiencia del martes 18 de noviembre, fueron el IPH y las entrevistas de los policías que lo 
elaboraron; es decir, el dicho de los policías. No presentaron videos, ni los objetos con los 
que presuntamente las 40 personas estaban dañando los edificios (palos, piedras, etc.), 
porque ninguno de éstos fue asegurado por los policías. 
 
Asimismo, se destaca que aunque los policías alegaron que emplearon técnicas de 
“reducción de movimientos” en las detenciones, para evitar daños a edificios y ante 
supuestas agresiones hacia ellos, los videos disponibles y los testimonios de personas 
detenidas muestran lo contrario: fueron aprehendidas sin estar cometiendo delito, sometidas 
sin resistencia mediante uso excesivo de la fuerza, golpeadas con toletes, puños y patadas 
tanto en la vía pública como al interior del Palacio de Gobierno. 
 
Los policías también aseguraron que luego de las detenciones, informaron al Ministerio 
Público de la Fiscalía General de la República de la detención de 40 personas por el delito 
del fuero federal antes señalado, y que éste se negó a conocer el caso. Sin embargo, no 
existe registro alguno de los datos del agente del Ministerio Público Federal con el que 
supuestamente hablaron. Asimismo, a pesar de que el Juez Francisco Javier Castellanos de 
la Cruz no tiene jurisdicción para conocer delitos federales, no declinó competencia y 
resolvió al respecto. 
 
Además, resulta preocupante que los agentes del Ministerio Público retuvieron a las 40 
personas detenidas y luego solicitaron su prisión preventiva justificada con el argumento de 
que “representaban un peligro para la sociedad” por los actos que presuntamente 
cometieron, y porque ninguna de ellas tenía un domicilio fijo y cierto, por lo que existía 
riesgo de que se sustrajeran de la acción de la justicia -lo cual fue a su vez ratificado y 
concedido por el Juez-. Esto lo “sustentaron” con informes de Policías Investigadores de la 
Fiscalía, según los cuales éstos supuestamente no encontraron la calle o el número de los 
domicilios proporcionados, le preguntaron a residentes y vecinos que dijeron que no 
conocían a las personas, o no se había podido corroborar que sus comprobantes de 
domicilio fueran auténticos. Sin embargo, las y los policías supuestamente lesionados no 
acudieron a las audiencias; los policías investigadores sólo anexaron a sus informes 
capturas de GoogleMaps, y los agentes del Ministerio Público y el Juez no tomaron en 
cuenta comprobantes de domicilio a nombre de familiares y actas de nacimiento que 
acreditaban el parentesco, ni el hecho de que varios detenidos -algunos de apenas 18 
años-, señalaron que los propios aprehensores les habían robado sus carteras con sus 
identificaciones. 
 
Por todo lo anterior, afirmamos categóricamente que las detenciones, la retención 
prolongada y la imposición de prisión preventiva justificada fueron ilegales. También lo es la 
vinculación a proceso de Rogelio Alejandro “N”, Adrián “N”, Ricardo “N”, Felipe “N”, Juan 
Alejandro “N”, Josué Yair “N”, Héctor Gerardo “N”, y Jonás Emmanuel “N”, y la prisión 
preventiva justificada impuesta a los primeros 7 de ellos. 
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Cabe advertir que la no vinculación a proceso bajo reserva de Ley de 32 de las 40 personas 
detenidas, no significa su absolución. El Ministerio Público seguirá investigando durante los 
siguientes 6 meses y podría solicitar de nuevo su vinculación al término de ese plazo. En 
ese sentido, una de las medidas reparatorias de esta serie de violaciones procesales 
tendría que ser la determinación del No Ejercicio de la Acción Penal en la carpeta de 
investigación iniciada por los hechos. 
 
Desde el CEPAD reiteramos que los policías aprehensores, los agentes del Ministerio 
Público y el Juez, violaron los derechos de las 40 personas referidas a no ser detenidas 
arbitrariamente, al debido proceso, a la presunción de inocencia, a que no se cometan actos 
de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en su contra, a no ser 
discriminadas, a la protesta y a la libertad de expresión. 
 
Asimismo, reiteramos nuestra preocupación por la actuación del Gobernador de Jalisco, 
Pablo Lemus Navarro, quien de manera reiterada ha emitido discursos criminalización y 
xenófobos sobre el caso, ha violentado la autonomía del Poder Judicial y los derechos a la 
presunción de inocencia y a la no discriminación de las 40 personas detenidas. 
 
Finalmente, resulta alarmante que las 40 personas fueron detenidas por ser jóvenes, por su 
apariencia física, por su vestimenta (ropa y calzado color negro), por grabar los hechos, y/o 
simplemente por encontrarse el día 15 de noviembre de 2025 en las inmediaciones de la 
protesta. 
 
Por lo anterior, desde el CEPAD reiteramos las siguientes exigencias: 
 

●​ La Inmediata libertad de los 7 detenidos en prisión preventiva justificada, retiro de los 
cargos en contra de las 8 personas vinculadas a proceso, y determinación del No 
Ejercicio de la Acción Penal en la carpeta de investigación iniciada por los hechos 
del 15N. 
 

●​ Inmediata libertad de las 4 personas menores de edad, que aún estaban privadas de 
la libertad en “un albergue” el día de ayer, 24 de noviembre, en espera de ser 
presentadas ante la autoridad judicial. 
 

●​ Cesar los discursos que criminalizan, deslegitiman y estigmatizan a la protesta social 
y quienes ejercen este derecho. 
 

●​ La publicación del decreto de reforma constitucional por la que se crea la Fiscalía 
Especializada en Investigación del Delito de Tortura y Delitos Vinculados. 
 

 
 

¡Las juventudes y la protesta social deben de dejar de ser criminalizadas!  
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Centro de Justicia para la Paz y el Desarrollo, A.C. 

 
 

 
Contacto para entrevistas o más información:​
​
Cel: 33 2830 2841 
comunicacion@cepad.org.mx 
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